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que saque a las personas de la pobreza en el largo 
plazo. Desde una perspectiva conceptual, el marco 
de la GSR se apoya demasiado en la necesidad de 
estrategias paliativas para cumplir satisfactoriamen-
te su autoproclamado papel en la gestión social del 
riesgo. Para las personas más ancianas, margina-
das y pobres, sin acceso a las oportunidades del 
mercado laboral y tampoco a bienes alternativos 
que mitiguen el riesgo, el único mecanismo institu-
cional viable para la protección social sigue siendo 
el Estado. Por lo tanto, la promoción de políticas 
que priorizan el papel estratégico de la prestación de 
pensiones universales financiadas por impuestos en 
los PMA ofrecerían un mecanismo más inmediato 
para ayudar a mitigar los riesgos de los ciclos de vida 
y ayudar a que las personas más ancianas salgan de 
la pobreza8. 

Los hechos hablan: fracasa la ampliación 
de la cobertura de las pensiones
Diez años después de hacer teoría con su criterio 
extremo sobre la reforma de las pensiones en Enve-
jecimiento sin crisis, el Banco Mundial realizó una 
evaluación preliminar de su experiencia en materia de 
reformas de los sistemas de pensión en América Lati-
na y encontró algunos resultados sorprendentes9.

Según el Banco, los gobiernos de América 
Latina que aplicaron renovaciones estructurales a 
sus sistemas nacionales de pensiones mejoraron 
la posición de su presupuesto, hicieron más equi-
tativas las pensiones públicas y alentaron el ahorro 
y la inversión. Pero Guillermo Perry, economista 
principal del Banco Mundial para América Latina y el 
Caribe, admitió abiertamente que “…es prematuro 
decir que las reformas fueron exitosas, dado que no 
lograron extender la cobertura de la seguridad social 
a un segmento más amplio de la sociedad y así la po-
breza en la vejez sigue siendo una amenaza para los 
ciudadanos de la región”10. Además, el estudio del 
Banco Mundial señaló que “durante su vejez, más de 
la mitad de los trabajadores [están excluidos] de tan 
siquiera el símil de una red de seguridad”.

En el caso específico de Chile11 se encontró 
que las cuentas de inversión de los jubilados eran 
mucho menores de lo originalmente previsto – tan 
bajas que 41% de quienes reunían las condiciones 
para cobrar una pensión continuaron trabajando. Las 
comisiones voraces y otros costos administrativos 
se tragaron grandes porcentajes de esas cuentas 
(hasta el 50%), y los costos de transición de cambiar 
a un sistema privatizado fueron mucho mayores de 
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lo proyectado, en parte porque el gobierno se vio 
obligado a ofrecer subvenciones a los trabajadores 
que no lograron acumular en sus cuentas el dinero 
suficiente como para cobrar una pensión mínima.

Sin embargo, el Banco limitó su autocrítica a la 
necesidad de mejorar los mecanismos de mercado 
para reparar los problemas pendientes en un sistema 
privatizado, y en particular prestar más atención a 
asegurar que los planes de pensión administrados 
en forma privada sean eficientes, ofreciendo a los 
trabajadores afiliados y sus familias la mejor pro-
tección posible a precios competitivos. Con esto 
el Banco evitó responder la pregunta inicial que lo 
llevó en primera instancia al asunto de la reforma 
de la seguridad social: la cuestión de cómo ampliar 
la protección a los ancianos pobres. Sin embargo, 
después de una década finalmente reconoció que 
los gobiernos deben prestar mucha mayor atención 
al papel de prevención de la pobreza que cumplen los 
sistemas nacionales de pensiones. 

La polémica nueva estrategia  
de salud del banco mundial
El marco de la GSR y sus nociones erradas tam-
bién son el eje del enfoque del Banco Mundial en el 
caso del plan a 10 años elaborado en 2006 llamado 

Estrategia de Salud, Nutrición y Población. Por con-
siguiente, presenta un diagnóstico incorrecto y por 
ende una receta incorrecta para la reforma12.

Una vez más – como en el caso de la política 
de seguridad social y la OIT – el Banco cooperó 
muy poco con la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) e ignoró la mayoría de las investigaciones, 
los asesoramientos políticos y la asistencia técnica 
ya ofrecida por esta institución a los gobiernos de los 
países en desarrollo. La tendenciosa selección de la 
investigación y el análisis que sostienen a la nueva 
estrategia de salud propuesta lleva al Banco a exa-
cerbar aun más la escasez existente de trabajadores 
de la salud, a socavar aun más los sistemas públicos 
de salud, especialmente en países de ingresos bajos, 
y a implantar sistemas de dos niveles en los que se 
continuará negando el acceso a los pobres.

El análisis realizado por el Banco para la nueva 
estrategia de salud asume que la cantidad de dinero 
pagada por los usuarios es indicativa de la capacidad 
y voluntad de pagar por los servicios. Esto a pesar 
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La deuda externa de varios países del Sur, y sobre todo de algunos de los más pobres del mundo, ha 
retrasado el desarrollo, la lucha contra la pobreza y el financiamiento de la seguridad social en esas 
naciones durante más de 30 años.

Los gobiernos del Norte e instituciones financieras internacionales como el Banco Mundial y el 
Fondo Monetario Internacional (FMI), que son los principales responsables de esta situación insoste-
nible, han declarado reiteradamente su voluntad de liberar a los países más pobres de la carga de la 
deuda así como la necesidad de encontrar una verdadera solución. Pero hasta ahora las declaraciones 
enunciadas y las iniciativas formuladas, como las surgidas de la Cumbre del Grupo de los 8 países más 
poderosos en 2005 en Gleneagles, han tenido, como mucho, resultados exiguos.

Ahora los países pobres y muy endeudados enfrentan una nueva amenaza, pues se ven obligados a 
negociar con nuevos acreedores que prestan aun menos atención a sus necesidades y requerimientos: 
las instituciones financieras privadas.

En los últimos años, una parte cada vez mayor de la deuda externa en poder de agencias oficiales de 
crédito a la exportación (ACE), bancos privados y en algunos casos incluso países del Norte, se ha vendido 
en los mercados financieros secundarios y ahora está controlada por instituciones altamente especulativas 
como los private equity funds (fondos de capital privado) y los hedge funds (fondos de cobertura).

El mecanismo por el cual esta deuda ha pasado de las instituciones controladas públicamente 
como las ACE a los mercados especulativos se denomina securitización o titulización, un instrumento 
por el cual una institución financiera vende créditos de alto riesgo a menor precio a otra compañía 
financiera o en el mercado financiero secundario.

Una vez que este proceso ha tenido lugar resulta muy difícil, y en algunos casos prácticamente impo-
sible, saber quién controla una parte importante de la deuda externa de algunos de los países más pobres. 
Como resultado, toda iniciativa futura adoptada a nivel internacional con el propósito de eliminar una parte 
de esta deuda podría verse seriamente amenazada por estos nuevos mecanismos financieros.

Numerosos países del Sur deben lidiar ahora con esta nueva situación, que representa una 
amenaza a la realización de los derechos humanos y sociales fundamentales. La securitización 
y privatización de la deuda es tan sólo uno de los mecanismos financieros que generan graves 
impactos adversos sobre los habitantes más pobres del planeta. Es imperioso formular y aplicar 
normas nacionales e internacionales adecuadas para regular y controlar a las potencias financieras 
y económicas de manera que vuelvan a su función original: ayudar a las personas a mejorar sus 
vidas, en lugar de representar una seria amenaza para ellas. n 
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